PRIMER CONGRESO DEL FRENTE AMPLIO

MATERIALES PARA LA DELIBERACION (3)

Frente a un país más desigual, más violento, menos democrático

OTRA COSTA RICA ES POSIBLE

Construyendo la lucha, la unidad, la esperanza
1. La crisis económica y financiera que se presentó violentamente en el 2008 en Estados Unidos y que se propagó internacionalmente, con manifestaciones diferentes en países y regiones, se da en un contexto histórico en el que convergen tendencialmente diversas crisis (ecológica, política, financiera, económica, energética, alimentaria, moral), que permite hablar de crisis de civilización, entendida como crisis de las condiciones de reproducción social en relación a los ecosistemas planetarios y la degradación de la biosfera. La crisis llevó a la quiebra a bancos y empresas estrellas del capitalismo, que fueron en gran parte salvados con millonadas que los gobiernos extrajeron de los presupuestos públicos y de los bolsillos de los pueblos, haciéndose realidad la máxima capitalista de privatizar las ganancias y socializar las pérdidas.

 La gravedad de  la crisis no ha significado el fin del neoliberalismo y de la hegemonía estadounidense, pero ha abierto un ciclo de protestas y de rebeliones en muchas partes del mundo. Las movilizaciones y huelgas de la clase trabajadora europea han sido enormes, pero de momento insuficientes para frenar el asalto a sus derechos laborales y sociales. En Estados Unidos, como lo demuestra el levantamiento de los trabajadores y trabajadoras de Wisconsin, asistiremos seguramente a un ciclo de confrontaciones sociales ante la arremetida de la derecha para continuar recortando derechos económicos y sociales a las mayorías.

Y lo más impresionante son sin duda los levantamientos populares en el mundo árabe,  que no sólo están acabando con gobiernos represivos y corruptos y exigiendo libertad; detrás del grito de rebelión hay una ira acumulada tras décadas de imposición de políticas neoliberales que llevaron pobreza y desempleo para las mayorías de los pueblos árabes, mientras las élites gobernantes apoyadas y armadas por las potencias occidentales se apoderaban de las enormes riquezas nacionales y se repartían el botín con las corporaciones transnacionales. Ahora esas mismas potencias capitalistas pregonan libertad para los pueblos árabes, mientras maniobran para que nada cambie en el fondo y amenazan con nuevas agresiones e intervenciones militares. Apenas estamos en el inicio de acontecimientos de tal magnitud, por el número de países, de población y de territorios que abarca, que seguramente provocarán cambios políticos y geoestratégicos de enorme impacto y calado en el orden político y económico internacional. Desde el Frente Amplio debemos brindar toda la solidaridad a la lucha de los pueblos árabes, y condenar tanto la represión como cualquier intento de intervención militar de los Estados Unidos o de los países de la OTAN.
 Hay crisis del neoliberalismo que seguirá profundizándose y veremos pronto nuevas protestas, rebeliones y también seguramente revoluciones, pero todavía el sistema capitalista  enfrenta con cierto éxito la crisis,  recurriendo a las ayudas masivas a los sectores financieros y a determinadas empresas, intensificando los recortes laborales y sociales, extendiendo la apropiación de nuevas fuentes de riqueza y de acumulación, y un conjunto de medidas mezcla de neokeynesianismo y de neoliberalismo puro y duro. Lo importante políticamente es destacar que ningún sistema se derrumba automáticamente y se sustituye por otro, mientras no haya proyecto y fuerza alternativa capaz de lograrlo.
2. A pesar del declive de su hegemonía, Estados Unidos sigue siendo la potencia dominante que mantiene unido el sistema. Su primacía militar, económica, financiera y cultural no sólo es todavía indiscutible, sino que las otras potencias aceptan en general su papel dominante y no lo contradicen en asuntos de importancia estratégica. Juntos, China, la Unión Europea, Japón, India, Brasil y Estados Unidos representan más de la mitad de la población mundial y alrededor del 80 por ciento del Producto Interno Bruto (PIB) mundial. Hay contradicciones que con toda probabilidad se harán más ostensibles y hostiles en el futuro, pero de momento todos —con diversa gradualidad— se consideran socios de un sistema complejamente articulado, que nadie se atreve a romper y desafiar. El declive de la hegemonía estadounidense se manifiesta en la pérdida creciente de peso en la economía global y en la insostenibilidad de un mundo unipolar, por eso el creciente despliegue de su poderío militar, su involucramiento en nuevas guerras y aventuras armadas, su uso especulativo de la que sigue siendo la moneda internacional de reserva dominante. La tendencia será hacia mayores grados de conflictividad, pero con el temor de sus potenciales adversarios a romper el orden capitalista global, cimentado por el poder imperial.
3. América Latina, a la espera de cómo continuarán desenvolviéndose los acontecimientos en los países árabes, es la parte del mundo donde se vienen produciendo los cambios más esperanzadores para las fuerzas de izquierda y progresistas. Si pensamos en lo que pasaba hace diez o veinte años, los cambios han sido realmente espectaculares, con la emergencia de potentes y diversos movimientos sociales que no por casualidad fueron fundantes del Foro Social por Otro Mundo Posible, y con la llegada al gobierno de partidos populares y de izquierda apoyados en mayorías sociales y electorales. A pesar de la gran diversidad, de esperanzas cumplidas y de expectativas frustradas, el péndulo se ha movido del neoliberalismo dominante e incontestado a un abanico de alternativas políticas y sociales de carácter progresista. El avance en los procesos de integración es muy prometedor, y todos los gobiernos de signo izquierdista o progresista presentan balances más positivos que los gobiernos de la derecha que los antecedieron. El Foro de Sao Paulo que reúne a las principales fuerzas políticas progresistas y de izquierda del Continente, plantea que las fuerzas del cambio en nuestra región tienen que responder a una situación caracterizada por:  a) una crisis del neoliberalismo, en un momento en que el pensamiento crítico se está recuperando de los efectos de más de dos décadas de defensiva política e ideológica; b) la crisis de la hegemonía estadounidense, sin que exista un sustituto hegemónico, creando una situación que fomenta el multilateralismo, la formación de bloques regionales y alianzas cruzadas; c) la crisis del modelo actual de acumulación de capital, sin que sea visible cuál es la alternativa sistémica; d) la crisis del desarrollismo conservador en América Latina, estando en curso una transición hacia un postneoliberalismo, cuyas características se están definiendo a lo largo del camino.
4. El ascenso de las fuerzas de izquierda y progresistas, también ha reactivado al imperialismo y a la derecha del Continente. Asistimos a una ofensiva para frenar y revertir los procesos de cambio. Hay una estrategia militar, política, electoral, financiera y mediática en marcha liderada por los Estados Unidos y los bloques oligárquicos nacionales y regionales, para recuperar el terreno perdido. La activación de la IV Flota, el creciente protagonismo del Comando Sur con  acuerdos con gobiernos y ejércitos para intervenir en los asuntos internos de los países con el pretexto de combatir la delincuencia, el narcotráfico o el terrorismo, la apertura de nuevas bases militares, el golpe en Honduras, las victorias electorales en varios países, son hechos que testimonian una voluntad estratégica de retomar la iniciativa y de enfrentar en todos los terrenos las demandas de justicia y de soberanía de pueblos y gobiernos latinoamericanos. El desafío para las fuerzas progresistas es cómo enfrentar exitosamente esta ofensiva de la derecha, manteniendo los espacios conquistados, acelerando el proceso de integración regional y profundizando los cambios necesarios para mejorar constantemente las condiciones de vida de la población y elevar su conciencia emancipatoria. Como advierte el Foro de Sao Paulo “la cuestión práctica es cómo hacer esto evitando dos errores: uno es la tentación de ir más allá de nuestra capacidad para sostener el proceso político; otro es no hacer lo necesario para acumular fuerzas en dirección al socialismo”.
5. La aprobación del TLC y el continuismo en el gobierno del bloque oligárquico que impuso a Arias en la anterior administración, configura una situación de poder de la derecha en nuestro país que le permite intensificar las políticas neoliberales. Cuando nos enfrentamos al TLC señalamos que no se trataba de posicionarse simplemente frente a puntos concretos del Tratado, sino frente al modelo que el Tratado suponía, y ya estamos asistiendo a las consecuencias. Es obviamente el mismo modelo neoliberal que vienen impulsando y construyendo desde principios de los ochenta, pero que precisamente cuando entra en crisis en el Continente el recetario del Consenso de Washington, la derecha apoyada en el TLC puede más bien radicalizar el modelo en Costa Rica. La arremetida contra los servicios públicos de educación, salud, seguros, banca, telecomunicaciones, electricidad, muelles, aeropuertos, carreteras, unida a la ofensiva contra derechos sociales, civiles y laborales,  por una nueva apropiación de recursos naturales e intelectuales y por nuevas mutilaciones a la soberanía nacional mediante la integración a la geopolítica estadounidense, expresan un fortalecimiento del bloque hegemónico neoliberal. En ese bloque es posible distinguir a la oligarquía política colusionada en los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial y en las cúpulas de los partidos del G-38 hoy reconstituido con el pacto Li-Li, a las corporaciones transnacionales,  al sector financiero, al poder mediático y empresarial, y a una amplia y ramificada red tecnocrática de intelectuales orgánicos, bufetes, altos ejecutivos y funcionarios. Estos últimos han copado los entes reguladores y los altos cargos en ministerios, banca pública e instituciones autónomas. Habría que agregar la presencia siempre influyente de las agencias internacionales del poder global como el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional, la Organización Mundial de Comercio.

 La presencia militar estadounidense y la incorporación del país a las políticas de seguridad orquestadas desde el Plan Colombia y el Plan Mérida, apuntalan a este bloque  en la estrategia regional de consolidación y recuperación de la política global del neoliberalismo. Es un bloque complejo, no monolítico, ahí se instalan diversas contradicciones y lucha de intereses, que se mueven tendencialmente hacia la profundización de la política neoliberal, pero con fisuras que es imprescindible analizar y no menospreciar. Así se evidencia en los crecientes encontronazos Arias-Chinchilla o Arias-La Nación, no sólo atizados por la campaña prematura de Rodrigo Arias, sino como expresión de contradicciones de negocios, de intereses de grupos de poder o de concepciones en su diversas posibilidades de ejercerlo. Hay que ver en los cables de WikiLeaks, por ejemplo, como los Arias comparten el criterio imperial de que la democracia costarricense es “disfuncional e hiperlegalista”, lo que viene acompañado de las salidas de reformas constitucionales que promueven para recortar el Estado de derecho, y en la promoción de la militarización, con la supeditación al Comando Sur y el intento de crear una especie de Guardia Nacional o policía militarizada.
6. El éxito de las políticas neoliberales está condicionado por las repercusiones de la crisis. Si bien es cierto que la crisis internacional no repercutió en Costa Rica y en otros países de la región con la gravedad que se había pronosticado, no deja de tener efectos negativos en el comportamiento de la economía nacional, que se manifiesta en la caída  de las exportaciones y del turismo, el aumento del desempleo, de la desigualdad social y  de la pobreza. Lo más notable es el aumento significativo del déficit, que supera el 5% del PIB, el más alto de los últimos 20 años. El gobierno no sólo se verá en dificultades crecientes para cumplir sus promesas y compromisos, sino que tendrá que enfrentar oposiciones mayores si continúa recurriendo a mayores restricciones salariales y de atención a las demandas sociales, como se empieza a vislumbrar en la actual coyuntura con su pretensión de enfrentar el déficit con nuevos impuestos contra el pueblo y con políticas de congelamiento salarial y de reivindicaciones sociales. En esa situación es de esperar grietas y fugas, incluso recomposiciones tácticas en el bloque de poder. Todavía es incierto el nuevo curso de la crisis económica y financiera mundial. Lo que se puede vaticinar es que tendremos por delante un largo período de inestabilidad que terminará golpeando a nuestro país.
7. El bloque progresista-popular después del impresionante desarrollo y desenvolvimiento que tuvo en la lucha contra el TLC, salió muy golpeado de la derrota, que tuvo su manifestación en los resultados electorales. Hoy reina todavía la fragmentación y la dispersión, la ausencia de un proyecto que articule en un frente común las diversas demandas y resistencias y los siempre numerosos descontentos y malestares. Es alentador ver como la gente sigue organizándose y luchando frente a diversas amenazas, como los casos de Crucitas, de SINTRAJAP y los muelles de Limón, los movimientos en defensa del agua y de los territorios costeros, el empuje de las luchas ecologistas y comunales contra la contaminación piñera y los procesos de agresión a la naturaleza en muchos puntos del país, la lucha de los pescadores de Puntarenas y Guanacaste, en contra de las concesiones corruptas o de la presencia de militares estadounidenses, en defensa de los derechos civiles de las personas no heteroxesuales, del presupuesto de la educación pública superior, del magisterio por el mejoramiento de la educación, de los movimientos por el derecho a vivienda digna, de los movimientos campesinos en la lucha por la tierra y por la soberanía alimentaria, de los pueblos indígenas, de la salud pública o de los salarios, luchas lideradas por sindicatos y organizaciones comunales que reclaman hospitales o mejoramiento de servicios básicos de salud, la lucha de miles de personas que fueron afectadas por el nemagón.
Son luchas que testimonian una sociedad con espacios de resistencia y una masa crítica en ebullición dispuesta a movilizarse con diversas magnitudes e intensidades. Pero esta pluralidad de resistencias ni comparte una alternativa a largo plazo, necesaria para presentar objetivos y motivar acciones en capacidad estratégica de disputar la hegemonía, ni tiene una visión táctica compartida que articule las luchas y las potencie frente a un adversario que sí actúa con importantes niveles de coordinación y de unidad.
8. La correlación de fuerzas en escala nacional, regional y global es hoy desfavorable para nuestras luchas, pero con elementos y situaciones  que podrían cambiar el curso de los acontecimientos, dadas las perspectivas de la crisis internacional, la situación positiva en América Latina, los problemas del bloque neoliberal para mantener sus políticas y su unidad y la conciencia alcanzada desde las luchas del Combo hasta hoy, por importantes sectores de nuestra sociedad. El avance de un esfuerzo de coordinación y de articulación de los sectores antineoliberales, principalmente de los que están involucrados ahora en luchas concretas, podría permitirnos actuar con eficacia en la coyuntura. Necesitamos compartir no sólo la unidad en la acción, sino los ejes de un proyecto de país. Promover los encuentros necesarios para la convergencia de la lucha social y la lucha política, y pasar de la yuxtaposición de las luchas a su articulación en un bloque popular de contrapoder hegemónico, es una tarea al alcance de las fuerzas populares y progresistas.

El Frente Amplio puede y debe jugar un papel muy positivo en ese esfuerzo: mejorando nuestra capacidad de análisis, fortaleciendo nuestra fuerza política y su participación en las luchas, promoviendo el diálogo y el debate necesarios para la construcción de plataformas unitarias en los diversos sectores y en el conjunto de fuerzas alternativas. Desde el Frente Amplio vemos con simpatía y solidaridad la propuesta de constituir una Central Unica de Trabajadores y Trabajadoras, lo cual sería un gran paso para superar la dispersión sindical y convertir al sindicalismo en una fuerza más influyente y necesaria en la vida nacional.
Esa necesaria y urgente articulación de fuerzas políticas y sociales progresistas, debe converger en una alternativa electoral unitaria de cara a las elecciones del 2014, bajo la forma de coalición electoral, cuyos aspectos positivos se han evidenciado en la constitución de estas articulaciones a nivel cantonal.
9. En América Latina “hay una tendencia generalizada hacia la reducción de la pobreza, con la excepción de Costa Rica”, dijo Alicia Bárcena, secretaria ejecutiva de la CEPAL, al presentar en Chile el informe sobre el Panorama Social de América Latina 2010. A los pocos días la Encuesta Nacional de Hogares del Instituto Nacional de Estadística y Censos  (INEC)  confirmaba el aumento de la pobreza en nuestro país: 1 millón 103 mil 522 compatriotas viven en condición de pobreza, con ingresos que no les permiten alcanzar el umbral de una vida digna. Uno de cada tres hogares tiene al menos una o dos necesidades básicas insatisfechas (educación, salud, vivienda, agua potable y saneamiento), la pobreza la sufren especialmente las mujeres, los jóvenes, los niños, los ancianos, los habitantes de las zonas rurales.
 Si al aumento de la pobreza que afecta hoy al 21.3% de los hogares costarricenses, le agregamos el crecimiento incesante de la desigualdad social que alcanzó los mayores niveles en el año 2010, y que de acuerdo al INEC indica que los ingresos del 20% más rico superan en 10.6 veces los ingresos del 20% más pobre, podemos afirmar que Costa Rica es una sociedad cada día más insolidaria, atravesada por graves carencias de justicia e igualdad. El coeficiente Gini que mide el grado de desigualdad social alcanzó en nuestro país el nivel más alto de los últimos 20 años, testimonia el resultado de unas políticas concentradoras de la riqueza, que golpean las condiciones de vida y de trabajo de las mayorías. Hay que agregar que en el informe del índice de desarrollo humano que realiza Naciones Unidas, el país cayó de nuevo: ocho lugares en el 2009, que sumados a los cuatro en el 2008, significan un preocupante descenso de 12 lugares en dos años.
Recordemos también que se ha incrementado la ofensiva patronal contra el mundo del trabajo, que explica que más de 600 mil trabajadoras y trabajadores, alrededor del 33% de la población ocupada del país, no reciban ni siquiera el salario mínimo de ley, con ingresos promedios que no superan los 125 mil colones. El desempleo abierto llegó al 7.8% de la población económicamente activa, y el subempleo o la llamada tasa de subutilización total del empleo llegó al 16% de la Población Económicamente Activa (PEA).
 Aunque es cierto que el país sigue realizando una importante inversión social pública que representa cerca de un 24% del Producto Interno Bruto (PIB) , resulta insuficiente para atender los graves problemas y carencias acumulados, a lo que hay que agregar los fenómenos  de clientelismo y corrupción que acompañan frecuentemente a los programas sociales para los más necesitados, como se ha denunciado en el otorgamiento de becas del programa Avancemos, en el bono familiar de la vivienda, los comedores escolares, las pensiones del régimen no contributivo de pensiones. 
El sistema de salud pública y las políticas sociales universales en educación, nutrición, vivienda, agua, electricidad y acceso a las telecomunicaciones, con todas sus limitaciones y deficiencias explican los importantes niveles alcanzados por el país en desarrollo humano. Sin embargo, esas políticas se han debilitado y erosionado en estas décadas de dominio neoliberal.
 La privatización de la salud ha sido una constante de las políticas neoliberales de las últimas décadas. Las ganancias del sector privado son multimillonarias, y buena parte de ese dinero sale de los bolsillos de decenas de miles de asegurados que no encuentran atención debida y oportuna en la Caja Costarricense del Seguro Social. Es muy preocupante lo que sucede con el régimen de Vejez, Invalidez y Muerte (IVM), hoy el país no sabe a ciencia cierta cuál es el estado de salud del IVM, su estabilidad y sostenibilidad, lo que podría desembocar en una auténtica tragedia social si llegara a producirse una crisis que pusiera en riesgo el derecho a una vejez digna para muchos trabajadores y trabajadoras. Esa crisis también arrastraría al conjunto de servicios que presta la Caja. No se trata de alimentar falsas alarmas, pues sabemos que también hay intereses espúreos que pretenden desestabilizar permanentemente a la institución en el marco de una estrategia privatizadora, pero sí hay que mantener en alto la vigilancia y la crítica, exigir responsabilidades y cuentas claras.
El país hace una significativa inversión en educación, pero además de ser insuficiente para atender las necesidades crecientes de la población, también es un servicio público amenazado por las presiones privatizadoras que quieren convertir un derecho humano en mercancía y en negocio. El último ciclo lectivo se inició con un grave déficit de docentes, de aulas, de bibliotecas, de comedores escolares, que golpea fundamentalmente a miles de infantes y adolescentes de hogares pobres. El índice de deserción en secundaria sigue superando el 10% y es muy preocupante que más del 12% de la población joven ni estudia ni trabaja. Preocupante es asimismo la permanente arremetida mediática y financiera contra las universidades públicas.
Han sido también notables los logros de Costa Rica en garantizar el acceso de la población al agua potable. Sin embargo la mala gestión del recurso hídrico y el empuje de las mismas fuerzas económicas que también quieren convertir el agua en negocio, constituye una amenaza muy grave. Cada vez son más frecuentes las denuncias de comunidades nacionales que sufren racionamientos o contaminación del agua. La gestión de las aguas subterráneas es un auténtico desastre, el 90% de los pozos no cuentan con la concesión respectiva, el recurso se aprovecha ilegalmente, sin pago del canon establecido, en beneficio particular y en detrimento de las colectividades. La crisis en el tratamiento de aguas residuales, es una amenaza que contamina ya muchos acuíferos y fuentes de abastecimiento de agua potable. Sólo el 26 por ciento de la población está cubierto por alcantarillado sanitario. El 96% de las aguas residuales urbanas recolectadas por el sistema de alcantarillados, desemboca en los ríos sin ningún tratamiento. Las cuencas de los ríos Tárcoles y Reventazón, donde vive el 70% de la población nacional, reciben aguas sin tratar de las cuatro provincias del valle central, y originan la gravísima contaminación de zonas costeras y del golfo de Nicoya. Mientras, las grandes empresas que comercializan el agua potable embotellada acumulan enormes ganancias. Un metro cúbico de agua embotellada cuesta 133 mil colones, sin incluir el costo del envase, es decir 865 veces más que la tarifa de agua residencial.
El déficit habitacional ha continuado creciendo y su expresión más grave y dolorosa es el aumento del número de familias condenadas a vivir en tugurios infrahumanos. Hoy viven en precarios más de 40 mil familias, en 20 años se ha triplicado el número de personas que viven en esta situación. Mientras el gobierno admite que sólo dedicará recursos a 14 de los 357 precarios que existen en el país, 179 en la gran área metropolitana, y 178 en el resto del país.
En medio de un nuevo estallido de la crisis alimentaria mundial, se hace más patente el abandono en el país de políticas agropecuarias que garanticen condiciones de vida digna a los campesinos y al mundo agrario en general, y seguridad alimentaria para todos los habitantes. Los  alimentos no pueden concebirse como una mercancía más, sino como un bien básico que deben estar al alcance de toda la población. Es vergonzoso e inadmisible que mientras agricultores y pescadores no tienen ningún apoyo oficial, la Banca de Desarrollo mantenga en las gavetas 185 mil millones de colones, por la corrupción y la ineficiencia que reina en su administración.
10. La articulación del triángulo pobreza-desigualdad-explotación, resume la naturaleza de la lucha de clases en nuestro país y el desplazamiento progresivo de las rentas del trabajo a las rentas del capital, a través de diversas expresiones que es necesario conocer mejor para comprender y explicar la dinámica del capitalismo global en Costa Rica, en un contexto que sigue marcado por la crisis como se desprende de la brutal ofensiva en escala internacional contra los derechos sociales y laborales de las mayorías.
El modelo neoliberal está destruyendo los lazos de cohesión y solidaridad de la sociedad costarricense.
Esa realidad se refleja crudamente en el crecimiento de la violencia en sus diversas expresiones en la sociedad costarricense.
El crecimiento de la violencia contra las mujeres por medio del maltrato físico, la violencia emocional, patrimonial, el hostigamiento sexual y demás formas de sostener un sistema de dominación masculina que sigue ubicando a las mujeres en un lugar de subordinación, constituye una atroz violación a los derechos humanos. Sin embargo, la lucha por erradicar este gravísimo problema no ocupa un lugar prioritario en la agenda del gobierno, ni siquiera ha sido nombrada como una tarea de interés dentro de la política pública de desarrollo humano y seguridad ciudadana en este país. Y no sólo es responsabilidad del gobierno, hay una vergonzosa complicidad de quienes justifican o guardan silencio, y de los comportamientos machistas y denigratorios de la condición de ser mujer estimulados por los medios de comunicación.
Se ha registrado en los últimos años un aumento de los femicidios, también se han disparado las denuncias ante los juzgados de violencia doméstica. Es lamentable que las fuerzas que sostienen el sistema patriarcal y machista, impidan que se ponga en ejecución un plan de educación sexual en escuelas y colegios, la carencia de anticonceptivos de última generación o la ausencia de normativas y derechos para la interrupción terapéutica del embarazo o para el acceso a la anticoncepción de emergencia, que se traduce en altas tasas de embarazos no deseados principalmente en adolescentes, niñas y mujeres pobres, así como la feminización de la epidemia VIH/sida.
Si la violencia contra las mujeres es la violación de derechos humanos más habitual y masiva en nuestra sociedad, nos debe avergonzar como sociedad lo que está ocurriendo con la protección de los derechos de nuestra infancia. El incremento del número de niñas y niños agredidos llevó a las autoridades de salud de nuestro país a declarar la violencia contra la infancia, epidemia nacional. En los últimos diez años se incrementó en un 600 por ciento, el número de niñas y niños atendidas por agresión, la mayor parte víctimas de sus familiares más cercanos. Sólo en el 2010 el Patronato Nacional de la Infancia atendió más de 30 mil denuncias de agresiones y maltratos. Cifras de la vergüenza que indican el grado de descomposición alcanzado en diversos segmentos de nuestra sociedad. 
La violencia criminal crece aceleradamente, ante la ausencia de políticas eficaces y honestas de seguridad ciudadana. El fracaso de la lucha contra el narcotráfico es evidente, a pesar de la presencia de una fuerza militar permanente de Estados Unidos en Costa Rica, en violación de nuestra soberanía y de la Constitución de la República. Mientras se esgrime como razón oficial de ese despliegue la lucha contra el narcotráfico, seguimos constatando que cada vez es más la droga que se produce y que ingresa al mercado estadounidense, lo que demuestra el fracaso de esa estrategia. Hoy sabemos, con la carga de tragedia que puede significar para nuestra patria, que los carteles del narcotráfico están sólidamente instalados en el país, con la negligencia o la complicidad de los mismos poderes que debían combatirlos. La deriva del país hacia un Estado policial no es ninguna exageración. Los comprensibles temores y angustias de la gente, son utilizados por el poder para imponer una política de seguridad errónea y peligrosa, mientras la sociedad se fractura y se descompone. 
Nos preocupa y nos alarma cómo lenta pero paulatinamente se imponen patrones insostenibles en el uso de los recursos naturales del país. Aunque las áreas silvestres protegidas cubren una cuarta parte del territorio continental, se ven en peligro por la falta de una visión integral de conservación y por las maniobras permanentes de quienes pretenden convertir todo en negocio. Se hacen visibles las amenazas sobre el agua, los bosques, las costas, los recursos marinos, la flora y la fauna. Hay un aumento constante en el uso de fertilizantes y plaguicidas químicos: 3 kilos de plaguicidas por persona.
 El ordenamiento territorial es un desastre, el uso racional del espacio está en riesgo. 
El país no tiene datos oficiales sobre los recursos marinos y su explotación, mientras hay silencio y complicidad con su depredación y robo cotidianos. Mientras se condena a miles de familias que viven de la pesca al hambre y al desamparo, se permite impunemente que la riqueza pesquera del país se la estén robando.
 Los territorios costeros están en crisis. Mientras se privilegia a los grandes inversionistas, a la especulación, a la corrupción municipal, se persigue a pobladores históricos. En las áreas costeras y en la zona marítimo terrestre se lleva a cabo un asalto al interés público y al patrimonio nacional, se expulsa a los nativos, se privilegia a quienes de hecho privatizan el paisaje, la biodiversidad y los ecosistemas.
Más de quince años llevan los pueblos indígenas luchando, suplicando, gritando, exigiendo que se apruebe la Ley de Autonomía de los Pueblos Indígenas, ante la indiferencia y la burla de quienes se niegan a reconocer su identidad y sus derechos. Es una acto de reivindicación de justicia histórica, el reconocimiento de los derechos de las comunidades que habitan los territorios indígenas a sus culturas y a sus lenguas, a sus cosmovisiones, a su tierra, a su biodiversidad y a sus formas de organización social. Es una vergüenza que lleven años y años esperando , mientras se les roba poco a poco lo que les pertenece, se les agrede y se les humilla, o se violentan derechos consagrados en convenios internacionales suscritos por el país. Es necesario que el Frente Amplio refuerce sus lazos de fraternidad y solidaridad con los pueblos indígenas y sus justas reivindicaciones y luchas.
11. En una situación nacional muy complicada para el gobierno y las fuerzas neoliberales, estalla de nuevo un conflicto con Nicaragua que las fuerzas de derecha tratan de instrumentar para desviar la atención de los graves problemas políticos, sociales, económicos, ambientales y éticos que sufre nuestro pueblo.
Desde que se presentó el conflicto por la incursión de fuerzas armadas de Nicaragua  y por los daños ambientales causados en territorio costarricense, el Frente Amplio manifestó que es un partido que nació a la vida política en defensa de los derechos de nuestro pueblo y de nuestra nación, tan traicionados y mancillados por las fuerzas de la derecha neoliberal que maltratan los derechos de las mayorías y que venden nuestra soberanía al mejor postor. También dijimos que somos un partido internacionalista, que se pronuncia por las relaciones de solidaridad y de cooperación entre los pueblos.
En el conflicto con Nicaragua o con cualquier otro país, siempre nos colocaremos en defensa de los legítimos intereses y derechos de nuestra patria, de su soberanía y de su integridad territorial continental y marítima. Esos intereses cuando son justos no vulneran los derechos de ningún otro pueblo. Estamos en contra del uso de las amenazas y de la fuerza, vengan de donde vengan, y nos pronunciamos por las salidas dialogadas y pacíficas, preferentemente por las vías diplomáticas establecidas en nuestro propio ordenamiento político y jurídico y en las normas e instancias del derecho internacional establecidas en el marco de las Naciones Unidas.
Expresamos un apoyo público al Gobierno de Costa Rica en todas las gestiones que llevara a cabo en defensa de los intereses nacionales, por las vías del diálogo, de la búsqueda de la paz y apoyándose en los instrumentos e instancias del derecho internacional, al tiempo que rechazamos cualquier tentación militarista o invocación a la intervención de fuerzas armadas de otros países. Repudiamos a quienes, vengan de donde vengan, pretendan atizar el conflicto en busca de enfrentamientos innecesarios o de cálculos políticos innobles que perjudiquen las necesarias relaciones constructivas y solidarias que deben existir entre nuestros pueblos y naciones. Los nicaragüenses son nuestros vecinos, más aún, son nuestros hermanos. Nuestra historia común está íntimamente vinculada. Estamos convencidos de la posibilidad de convertir al San Juan y a la frontera común, en territorio de cooperación y no de enfrentamiento. Son muchos los lazos históricos, culturales, económicos, sociales, ambientales, religiosos que unen a nuestros pueblos. Ya es hora de romper el círculo perverso de la confrontación para pasar a una era de comprensión y cooperación, que es lo que le interesa a nuestros pueblos, Estados y países.
Frente a los peligros de militarización del conflicto y a la guerra que proclaman irresponsable y demagógicamente sectores minoritarios, la posición del Frente Amplio cobra cada día mayor relevancia y es la única compatible entre la defensa de la soberanía nacional y la apuesta por el valor de la paz, que sólo algunos charlatanes irresponsables se atreven a menospreciar.
En el momento que la primera versión de este material para la deliberación salía a la luz, conocíamos el fallo de la Corte Internacional de Justicia de La Haya sobre las medidas cautelares solicitadas por el gobierno de Costa Rica. El hecho de que tanto el gobierno de Costa Rica, como el de Nicaragua, señalen que acatarán las recomendaciones del alto tribunal internacional y que ambos se declaren satisfechos, es sin duda una buena señal para superar el conflicto, y emprender la ruta del respeto recíproco, del diálogo y de la cooperación , que es la única que beneficiará a los dos pueblos y naciones. El conflicto y las tensiones no desaparecerán de la noche a la mañana, pero se abre una posibilidad real de entablar relaciones pacíficas y constructivas. Reconociendo la soberanía de Nicaragua sobre el río San Juan, debía explorarse la posibilidad de cerrar definitivamente los ciclos históricos del conflicto, promoviendo una especie de gran acuerdo binacional para una administración conjunta de la cuenca del San Juan que benefice a los dos países en su uso vial, turístico y comercial, que garantice el cuido del medio ambiente y de la biodiversidad. Una frontera próspera, fraternal, segura y tranquila es la apuesta estratégica que debemos hacer costarricenses y nicaragüenses, independientemente de quien esté coyunturalmente en el gobierno en uno o en otro país.

12. La ofensiva neoliberal que se manifiesta en el crecimiento de la pobreza, la desigualdad y la explotación, continúa apoyándose en el trípode doctrinario: privatización, desregulación, liberalización, que a pesar de sus lamentables consecuencias y de estar en la base de la crisis, se sigue aplicando en Costa Rica con fuerza desde el gobierno y desde los sectores más vinculados a los intereses del capital transnacional.
 Esta situación se presenta a más de tres años de la realización del referéndum sobre el TLC. No sólo no se está cumpliendo ninguna de sus promesas de prosperidad económica para todos, sino que ya empiezan a manifestarse en diversos campos las consecuencias negativas que pronosticamos los que nos opusimos a su aprobación. El crecimiento de la desigualdad y del desempleo, el creciente déficit de la balanza comercial, el disparo de la deuda y del déficit público, el abuso con la legislación sobre propiedad intelectual (patentes, biodiversidad, fotocopias…), la crisis  en el financiamiento del Cuerpo de Bomberos y de los Seguros de Riesgos del Trabajo, la piñata en curso en las concesiones del espectro radioeléctrico y en la apertura eléctrica, las amenazas de llevar al país a tribunales de arbitraje por parte de las transnacionales que no ven satisfechas sus ambiciones, la creciente transnacionalización de las inversiones en educación y salud privadas, los ataques a los derechos laborales, empiezan a mostrar el verdadero rostro del TLC, como expresión de la radicalización de las políticas neoliberales.
La privatización del patrimonio público y los procesos de liberalización y desregulación de los mercados, sigue de la mano con los subsidios y la protección a los sectores que más se han beneficiado con la llamada apertura, como los grandes exportadores, el turismo, el sector financiero y la inversión extranjera. 
Desde la resistencia cotidiana hay que continuar la batalla por otro modelo, otra alternativa, pues se trata de una crisis de fondo que como señala un reciente informe de la Conferencia de Naciones Unidas para el Comercio y Desarrollo (UNCTAD), pone en evidencia las limitaciones de la estrategia de crecimiento centrada en las exportaciones y en la restricción salarial, estrategia no sostenible para un gran número de países y durante largo tiempo, por la simple razón de que no todos los países pueden seguir con éxito esa estrategia al mismo tiempo. La guerra de divisas emprendida por los Estados Unidos, para devaluar el dólar de manera encubierta y exportar la crisis al resto del mundo, no sólo constituye un nuevo paso en la desintegración del sistema monetario internacional, sino que concretamente para nuestra economía es un torpedo dirigido a la línea de flotación de la estrategia de los tratados de libre comercio que sigue impulsando con devoción digna de mejor causa el gobierno de Laura Chinchilla: nuestras exportaciones perderán competitividad, a la par que se estimulan y abaratan las importaciones, y se deterioran consiguientemente las industrias orientadas al mercado interno.  En realidad el valor de la oferta exportable del país depende fundamentalmente de veinte artículos, concentrados en grandes empresas transnacionales fundamentalmente. El 1.5% del total de empresas exporta más del 70% de las ventas al exterior, mientras las empresas más pequeñas, que exportan menos de un millón de dólares cada una, representan el 82.9% de las firmas. Este modelo provoca un creciente déficit de la balanza comercial y reduce los ingresos tributarios del gobierno, que sumado a la evasión escandalosa (más del 5% del PIB) y a un sistema fiscal altamente regresivo en el que los ricos son los beneficiados, agrava el déficit creciente de las finanzas públicas. Los pequeños y medianos empresarios de la ciudad y del campo, con escasas excepciones, sobreviven mientras la intervención estatal sólo se mantiene para favorecer a los grandes.
13. La democracia costarricense está en retroceso. A la degeneración provocada por las promesas incumplidas, el despilfarro, la corrupción, los discursos vacíos secuestrados por las grandes empresas de comunicación, las plutocracias partidarias que copan instituciones en beneficio propio, la subordinación y el vasallaje hacia los poderes supranacionales, se agrega la creciente mercantilización de las elecciones. Los partidos políticos tradicionales del sistema son cada vez más maquinarias electorales en manos de camarillas oligárquicas y burocráticas, que actúan en el mercado político como agentes de compra-venta de votos, que promueven el clientelismo más vergonzoso y la asignación de fondos públicos para uso privado. Hemos pasado de una sociedad política a una sociedad de mercado, que no impulsa ningún ideal político, sino que se mueve únicamente por el poder y por la ganancia. La derecha neoliberal en el poder es directamente responsable de este asalto a la democracia, de su debilitamiento y descomposición. La legislación electoral sigue permitiendo que el poder del dinero mutile y frecuentemente aplaste la voluntad democrática de la ciudadanía, y continúa supeditada a los intereses y maniobras del poder político tradicional.
Tanto en el ejercicio de los derechos democráticos en general, como en las contiendas electorales en particular, prevalece una especie de tiranía mediática que limita e impide el derecho del pueblo a la libertad de expresión y a la información. El derecho a la comunicación y a la información como un derecho humano fundamental es gravemente violado en nuestro país. Es necesario que el Frente Amplio coloque en su accionar está lucha esencial por la democratización de estos derechos, sin los cuales ningún cambio será posible. Promover nuevos mecanismos de comunicación, apoyar el surgimiento y fortalecimiento de medios comunitarios y alternativos, combatir la censura y garantizar la libertad de expresión en Internet, así como utilizar intensa y creativamente las potencialidades de estos medios al servicio de la democracia y de la emancipación, son retos que hay que enfrentar con urgencia y eficacia.
El deterioro de nuestra democracia se ha evidenciado claramente con el conocimiento de los cables de Wikileaks sobre Costa Rica. Sabíamos, porque lo sufrimos, hasta dónde eran capaces de llegar los gobernantes de Costa Rica que concibieron y aplicaron el memorándum del miedo y del terror para imponer el TLC. Ahora queda confirmado el grado de injerencia del gobierno de los Estados Unidos en la política costarricense, y el servilismo entreguista de un gobierno encabezado en su ignominia por el señor Arias, Premio Nobel de la Paz. Desde el Poder Ejecutivo hasta la Asamblea Legislativa, pasando por la Corte Suprema de Justicia, los cables de Wikileaks muestran la descomposición que existe en los tres poderes de la República y la urgencia de una renovación y regeneración de una política democrática al servicio del país y de la ciudadanía, y no sometida a los intereses de potencias extranjeras.
Las canalladas que el gobierno de Oscar Arias cometió contra el pueblo, son el testimonio más doloroso y real de la crisis que vive nuestra democracia.
14. Desde nuestros compromisos programáticos y éticos, el Frente Amplio debe estimular la energía contestataria, organizar la movilización, apostar con generosidad y coherencia por la articulación del conjunto de fuerzas populares y progresistas del país. El horizonte de nuestra lucha se orienta hacia la construcción de una democracia plena, avanzada, con derechos y libertades ciudadanas en la vida política, pero también en el mundo del trabajo y en todos los ámbitos de la sociedad. El Estado debe estar al servicio del fomento de políticas públicas en beneficio del conjunto de la sociedad, que erradiquen la pobreza, la exclusión y la intolerable desigualdad, fomentando una estrategia de desarrollo al servicio del bien común y de la mano con la protección de los recursos naturales y la defensa del ambiente, así como con los necesarios equilibrios sociales y territoriales que hagan justicia a los sectores sociales y regiones geográficas más golpeados por las políticas neoliberales. Los mercados deben ser regulados adecuadamente, los monopolios intervenidos y la economía productiva y solidaria respaldada. Queremos un país en que quepamos todas y todos, donde se respeten sin ninguna excepción los derechos humanos, una sociedad plural que permita el florecimiento de la diversidad, que ponga fin a toda forma de violencia y subordinación de la mujer, que garantice su autonomía reproductiva. Un país que respete las opciones sexuales de las personas, la autonomía de los pueblos indígenas, los sueños de la juventud, los derechos de las personas discapacitadas, una vida digna para los ancianos.
15. De manera inmediata debemos promover la articulación de la lucha ante problemas y desafíos con potencial de resistencia, movilización y alternativa.

Frente al crecimiento de la desigualdad, de la pobreza y del desempleo
Es urgente y necesario un programa alternativo, con oposición, denuncia, movilización y propuesta. Rescatar como banderas proyectos presentados por el FA en el parlamento sobre salarios, precios de medicamentos, derechos laborales, territorios costeros y otros; apoyar también diversas iniciativas de corte popular promovidas por otras fuerzas políticas y sociales. Promover convergencias alrededor de propuestas de carácter social, fiscal, precios de canasta básica, tarifas y calidad de servicios públicos, pensiones, etcétera. Un partido como el nuestro debe comprometerse de manera más efectiva con el mundo del trabajo. La sociedad costarricense se enfrenta a un proceso de deshumanización del mundo laboral. Vivimos un acoso permanente a los derechos de los trabajadores. Las llamadas flexibilidad, competitividad y movilidad laborales, significan en realidad la precarización del trabajo, la destrucción sistemática de las identidades laborales tanto individuales como colectivas, liquidando conceptos y derechos claves como la estabilidad laboral, la garantías de sindicalización y de promoción humana, la erosión y prohibición de la negociación colectiva, todo en beneficio de una  sumisión a los intereses de la empresa. La siniestralidad laboral, el acoso sexual, la sobreexplotación de los inmigrantes, son otras consecuencias de una violencia organizacional permanente sobre la fuerza de trabajo. Decenas de miles de trabajadores y trabajadoras viven sin derechos en las fábricas, en las plantaciones, en los comercios y oficinas. Hay una sostenida degradación de los derechos y condiciones laborales, sin que se produzca ningún debate público al respecto. ¿Qué es el trabajo diario para cientos de miles de personas? Hay un ambiente creciente de descontento, hostilidad y humillación, que el Frente Amplio debe entender para actuar en la medida de sus posibilidades.
Frente a la radicalización neoliberal con el TLC
El FA debe contribuir a que la gente no olvide y ejercite la memoria. “Lo dijimos” no es un ejercicio de profecía o pedantería, es una reivindicación de gran significado político y moral, tanto para afianzar el orgullo y la estima del movimiento patriótico, como para recuperar a la gente que fue engañada o atemorizada. Debemos elaborar un balance de lo que ha pasado y está sucediendo con las respectivas perspectivas. Hay que estimular el surgimiento de frentes de lucha alrededor de la defensa y refundación del ICE, de la Caja, del INS, del INA, de JAPDEVA, de la educación pública, del patrimonio ambiental… Plantear la denuncia del TLC permanentemente y no a más TLCs, como política comercial casi única, hegemonizada por el mismo bloque del poder que puso en práctica el Memorándum del Miedo. Los frentes de lucha deben converger en una estrategia común de todos los sectores que se sienten engañados y amenazados.
Frente a la depredación ambiental 
Pasar a la ofensiva en la defensa de otro desarrollo posible sin destrucción, entrega o privatización de nuestros recursos. Reforzar el compromiso ecológico del FA, en confrontación directa con los depredadores, y en diálogo constructivo y pedagógico con los sectores populares que no ven posible o no entienden otro modelo de relación con la naturaleza. Reivindicar el papel de lo público, de lo social y del Estado frente al modelo privatizador de la concesión de obra pública y de servicios. Fuerte denuncia de la corrupción y de la fusión de la política y de los negocios. El FA debe elaborar una memoria que recoja una agenda de resistencias y alternativas ambientales, y un prontuario de lo que le cuesta al país la corrupción en estos temas. Gravísimas son las consecuencias de un estilo de crecimiento depredador sobre nuestro ambiente. No se detienen los procesos de deforestación, erosión del suelo, creciente contaminación de aguas subterráneas y superficiales, sedimentación de ríos, patrones de consumo despilfarradores de recursos naturales y energéticos, procesos caóticos de urbanización, deficiente o nulo manejo de desechos sólidos y líquidos.
Frente a las amenazas contra el patrimonio público de la energía y de las telecomunicaciones
Tras la aprobación del TLC y de las leyes de implementación concernientes al ICE, sabíamos perfectamente que sufrimos una grave derrota, que podría ser de dimensiones catastróficas teniendo en cuenta el peso del ICE en el conjunto de la vida institucional y económica de Costa Rica. Sin embargo, también somos conscientes de que las catástrofes anunciadas, no tienen que convertirse fatalmente en profecías autocumplidas, pues al final se trata de decisiones políticas que obedecen a cambiantes correlaciones de fuerza.
En relación con el ICE los neoliberales y las mafias que están detrás de los negocios de las telecomunicaciones y de la energía, sin duda pretenden ir más allá todavía del TLC.
El modelo de apertura de las telecomunicaciones que se pretende imponer vía SUTEL es completamente ruinoso para el ICE. La captura de la SUTEL por el gobierno y las transnacionales que pretenden apoderarse del negocio, explica que se le quiera imponer al ICE tarifas de interconexión para tráfico celular y para tráfico fijo, muy inferiores al promedio latinoamericano. Significa que el país, por medio del ICE, tendría que subsidiar a  Slim y a la Telefónica española o a las transnacionales estadounidenses que ingresen al mercado nacional de las telecomunicaciones. Un bien público levantado con las inversiones que ha hecho el país durante 50 años, sería entregado a intereses extranjeros, con pérdidas para el país superiores a los 30 mil millones de colones anuales.
Si muy grave es lo que está sucediendo en la industria de telecomunicaciones, más preocupante es todavía lo que se trama con la industria energética.
El proyecto de electricidad que se discute en la Asamblea Legislativa, a pesar de ser un poco más moderado que el presentado originalmente por la Administración Arias, de prosperar supondría el desmembramiento del modelo eléctrico que ha funcionado bien en Costa Rica, a pesar de sus limitaciones. El balance histórico es uno de los más positivos en América Latina y en el mundo. La cobertura eléctrica alcanzó el 99 por ciento del territorio, y el 90 por ciento de la energía es generada con fuentes limpias. Las tarifas son bajas y competitivas en relación con la región, a pesar de que siempre hemos manifestado que podrían ser más favorables para nuestro pueblo si los gobiernos neoliberales no hubieran sometido al ICE a políticas restrictivas, y si no hubieran puesto al frente de la institución a directivos incompetentes y corruptos, con las honrosas excepciones que conocemos y valoramos. Trasladar al sector privado una actividad estratégica como la electricidad, con fines de lucro, sería un error histórico que debemos impedir.
El Frente Amplio debe contribuir a forjar un frente de rechazo a esta nueva vuelta de tuerca para asfixiar y despedazar al ICE. Se trata de luchar por la defensa y la refundación de una institución clave en el desarrollo nacional, como lo han propuesto los sindicatos que integran el Frente Interno de Trabajadores y otros sectores patrióticos del país.
 Frente a la agresión contra la Caja, los seguros sociales y las pensiones solidarias
El Frente Amplio debe animar la constitución de un frente nacional por la defensa y la refundación de la Seguridad Social y del Régimen de Pensiones de Invalidez, Vejez y Muerte. 
Nuestro pueblo quiere a la Caja y tiene en alto aprecio sus servicios, pero también es notorio el creciente descontento con los servicios que presta. Ha habido siempre muchos intentos para levantar ese frente, pero nunca terminan de consolidarse. Ahora es urgente y necesario, y nuestro partido puede y debe jugar un papel importante para lograrlo.

Hay que defender las garantías sociales, en el Frente Amplio no estamos dispuestos a permitir que se consume la destrucción del seguro social y solidario de riesgos del trabajo, que no sería otra cosa que una herida mortal a las Garantías Sociales que nuestro pueblo conquistó con su sangre.

 El régimen de riesgos del trabajo está establecido en el artículo 73 de la Constitución como un seguro social. Está protegido por la garantía del párrafo tercero de ese artículo que prohíbe desviar los fondos de estos seguros a fines distintos. Como parte de las Garantías Sociales está protegido también por el artículo 74 de la Constitución que declara irrenunciables todos los derechos y beneficios establecidos en el Código de Trabajo a favor de las y los trabajadores. 

 Frente a la corrupción de las Concesiones
El gobierno y el conjunto de la derecha política, empresarial y mediática, tratan de desviar la atención del país sobre la corrupción y el entreguismo que envuelve el proceso de concesión de los servicios públicos bajo responsabilidad del Estado.
El Frente Amplio fue el único partido que presentó una oposición firme y fundamentada a la nefasta ley de concesión de obra pública, y seguimos siendo el partido que no sólo saca a la luz los trapos sucios, sino que reivindica también la derogación de esa ley y el regreso del Estado al cumplimiento de sus deberes constitucionales.
La concesión de carreteras, aeropuertos, muelles, revisión vehicular, seguros, telecomunicaciones y otros servicios, se ha convertido en el instrumento privatizador por excelencia. Combatir esta política es necesario para parar la hemorragia del ahorro nacional y de los bienes públicos hacia al sector privado. El Frente Amplio debe desnudar la falacia neoliberal que publicita la concesión como un elemento de desarrollo nacional, y defender también sin complejos la necesaria restauración del Estado en responsabilidades entregadas sin fundamento y sin beneficio para las mayorías al lucro y a la especulación de intereses particulares.
Frente al crecimiento de la violencia y de la inseguridad

En una Costa Rica cada día más desigual y menos democrática, el imparable crecimiento de la violencia en nuestra sociedad es una epidemia que amenaza la vigencia de los derechos humanos y de la paz.

Es absolutamente intolerable la violencia que sufren cotidianamente las mujeres, la infancia, la juventud, la tercera edad, los pueblos indígenas, la diversidad sexual y de género, la población afrodescendiente, los pobres. Diversas violencias que hunden sus raíces en una sociedad donde impera el dominio patriarcal, machista, clasista, homofóbico, racista, y que se agudizan en la medida que se erosiona el Estado de derecho, que se corrompen los valores que sustentan la conviviencia democrática y la dignidad, que se deterioran las instituciones tradicionales de la familia, de las iglesias, de la escuela, ante la crisis civilizatoria y ante el empuje de los cambios socioculturales que se niegan a reconocer y respetar. El Frente Amplio debe promover permanentemente campañas de denuncia contra la violencia, que se conviertan en una nueva pedagogía para revitalizar la cultura del respeto, de la convivencia democrática y de la paz.

Al fomento de ese clima de violencia no es ajeno el crecimiento de la delincuencia en diversos órdenes. Desde el crimen organizado que penetra hasta altos estamentos del Estado, como lo hemos visto con la penetración de los cárteles del narcotráfico, hasta la delincuencia cotidiana que sufren en las calles y en sus hogares los ciudadanos y ciudadanas. Es urgente una política de seguridad ciudadana democrática, que el Frente Amplio debe defender y ayudar a construir junto a toda la gente que se siente amenazada e indignada, para denunciar y frenar también a quienes desde el mismo poder responsable de esta situación fomentan la militarización del país, o visiones de la lucha contra la inseguridad ajenas a los derechos humanos, que al final son políticas fallidas y peligrosas para nuestra democracia.
Frente a la crisis económica y alimentaria en curso
Hay que decirle en voz alta a los poderosos que el pueblo no está dispuesto a pagar los platos rotos de una crisis que ellos provocaron y de la que se beneficiaron. Desde el Frente Amplio decimos que sí hay alternativa al recetario que pretenden seguir imponiendo los neoliberales.
Es cierto que el gobierno enfrenta un déficit creciente en las finanzas públicas, heredado en buena parte de la administración Arias, que debajo de la “mesa servida” depósito una bomba de relojería. Ahora la administración Chinchilla recurre a las restricciones y congelamientos salariales, al recorte del gasto social y al impulso de un paquete fiscal que profundizaría la regresividad de la estructura tributaria del país.

Desde el Frente Amplio hemos denunciado la vergonzosa y multimillonaria evasión fiscal por parte de las corporaciones financieras y de los sectores económicos más poderosos e influyentes, principalmente, y también como resultado del clima de corrupción y desconfianza que estimula la evasión en diversos y amplios segmentos de la sociedad.

Luchamos por que el sistema tributario sea justo: los que tienen más deben pagar más de acuerdo a sus posibilidades reales, equitativo, eficaz, transparente, progresivo y democrático. La propuesta que levantó el ex presidente González Florez sigue incumplida pero vigente: que los ricos paguen como ricos.

Se necesita urgentemente parar la evasión fiscal que según la Contraloría General de la República supera el 5% del Producto Interno Bruto; el gobierno y el conjunto de las instituciones del Estado deben frenar gastos que violen los sanos principios de la austeridad y la ética republicanas; es necesaria una reforma tributaria que obligue a pagar  a los que pueden y no lo hacen, especialmente al sector financiero, a los sectores económicos que gozan de grandes exenciones y privilegios, a las grandes fortunas y patrimonios.

También se necesita  otra política económica y social que aliente la demanda efectiva de los sectores populares, aumentando los salarios y los ingresos disponibles de las personas; que reduzca impuestos indirectos como el de ventas , así como el gravamen sobre la renta a las personas de menores ingresos. El gasto público  debe aumentar en inversión en proyectos de infraestructura vial, portuaria y energética; gastar en la construcción y mejoramiento de escuelas, colegios, centros de salud; inducir el gasto en desarrollo tecnológico e innovación, proyectos que protejan el medio ambiente y la biodiversidad, estimulen la cultura y la pongan al alcance de la población. Se ha demostrado que esos gastos son inversiones necesarias y saludables, que ayudan a reactivar la economía, a detener el crecimiento de la desigualdad, a combatir la pobreza y a cohesionar a la sociedad sobre principios solidarios.
 Las políticas monetarias  deben colocarse al servicio de ese necesario estimulo a la inversión productiva y social, frenando el crecimiento especulativo. Hay que dar alicientes adecuados  a las empresas que creen nuevos puestos de trabajo dignos y justamente remunerados, que respeten los derechos laborales y sociales, así como el medio ambiente.Aumentar el presupuesto para políticas campesinas de seguridad alimentaria. Elevar el presupuesto para universidades públicas y para becas. Pensiones dignas, elevar las del régimen no contributivo al salario mínimo. Reducir además de los gastos superfluos, el ingresos de los altos funcionarios y de los ejecutivos y directivos de las empresas privadas, así como reducción de las  pensiones de privilegio. Estímulo a consumir productos nacionales. Crédito para la economía social y pymes. Control democrático sobre las instituciones. Regulaciones estrictas del capital financiero, impedir la fuga de capitales, evitar ingreso de  capitales golondrina. Retorno de fondos invertidos en el exterior. Poner por delante las necesidades a los beneficios.

Costa Rica sufre hoy de una inseguridad alimentaria, cuyos únicos culpables han sido los gobiernos neoliberales de los últimos años. Las estadísticas que el Ministerio de Agricultura y Ganadería brinda, no dejan lugar a dudas. Se ha abandonado la producción de granos básicos y hortalizas para preponderar las plantaciones de piña, banano, melón, sandía, etc, con el objetivo de exportar y de lucrar y no por garantizar un abastecimiento a las necesidades de la población. Por cada hectárea dedicada a la producción de granos básicos se dedicaron 4,88 hectáreas a la producción de estos productos. ¿Cuánto le ha costado al país esta dependencia del extranjero? En el año 2006 el monto total que se canceló por concepto de importación de maíz, arroz, frijoles, soya y trigo fue de 239 millones 203 mil dólares. En el 2008, durante la crisis alimentaria, el monto aumentó hasta los escandalosos 434 millones 425 mil dólares, un aumento de más de 195 millones de dólares.

De manera inmediata debemos luchar la reactivación y el fortalecimiento del Consejo Nacional de Producción, convirtiéndolo en una institución central en el aseguramiento de la reserva, compra, incentivo a la producción y mercadeo de la producción agrícola nacional. Es una vergüenza que los neoliberales pretendan cerrarlo, precisamente en medio de las amenazas que se ciernen de un nuevo ciclo de crisis alimentaria más violento y destructivo que el anterior

 Debe garantizarse una canasta básica alimentaria con precios regulados, para un adecuado acceso de la población a productos alimentarios, de aseo y servicios, a precios y condiciones que respondan de manera realista a la crisis que se vive.

Los fondos ociosos que posee la mal llamada banca para el desarrollo deben ser colocados, de manera urgente y prioritaria, al servicio del financiamiento de la producción e investigación en productos sensibles para la alimentación de nuestro pueblo.

 Deben reforzarse los programas nutricionales y de protección social, en defensa de nuestra infancia y de los sectores más desprotegidos y vulnerables de nuestro pueblo. Es necesario movilizarnos para exigir al gobierno políticas soberanas en defensa de la agricultura nacional, que garanticen una vida digna  y con futuro para los hombres y mujeres del campo, seguridad alimentaria para nuestro pueblo y  que nos permitan enfrentar las consecuencias de la crisis alimentaria mundial en curso que ya se cierne también sobre nuestro país. 

 Reivindicar la ecosencillez, como decía Gandhi: “tenemos que aprender a vivir más simplemente, para que los otros, simplemente, puedan vivir”, o como recordaba Leonardo Boff, aplicar las tres erres propuestas por la Carta de la Tierra: reducir, reutilizar, reciclar.

Hay que repetir e insistir. No es cierto que no haya propuestas. Desde las fuerzas políticas progresistas y desde los movimientos sociales se generan permanentemente alternativas constructivas, rigurosas, viables; sólo desde el Frente Amplio en los últimos cinco años hemos presentado más de 50 proyectos de ley en el parlamento, con respuestas concretas a muchos problemas nacionales. Pero para que la alternativa se abra paso es necesaria la lucha, y otro gobierno comprometido con otra política.
16. El Frente Amplio debe continuar profundizando su comprensión de la realidad para actuar con mayor audacia y eficacia. El país vive un momento de creciente malestar y los síntomas de efervescencia social aparecen por muchos lados. Debemos comprender mejor como se mueven las diversas fuerzas, tanto las del campo del adversario como las de nuestro propio campo. Caracterizar mejor a las fuerzas económicas, mediáticas, políticas y sociales, para promover nuevas y renovadas resistencias, así como la construcción de alternativas.
El Frente Amplio debe animar campañas de organización y movilización de la protesta, que encuentren concreción en las condiciones de cada territorio. Debemos aprender a construir la defensa del territorio: condiciones de vida, de trabajo, recursos, producción, servicios públicos, cultura, etcétera, en el marco de un plan nacional de lucha que se alimente de las situaciones concretas que se viven en las distintas regiones y localidades del país. 

De nuevo es necesario insistir en que el crecimiento del Frente Amplio, debe articularse con los esfuerzos e iniciativas de convergencias programáticas de las fuerzas progresistas y populares. Estamos abiertos a construir con otros y otras una nueva agenda para el cambio social y político, una convergencia que se construya en los desafíos cotidianos y  en la lucha democrática electoral que permita que una nueva mayoría acceda al gobierno para impulsar otra política en beneficio del pueblo. La construcción de una coalición electoral progresista para el 2014 es una demanda de amplios sectores de nuestra sociedad que el Frente Amplio comparte, y en cuya concreción debemos comprometer nuestra voluntad política y todos los esfuerzos necesarios.
 La construcción de una alternativa frente al neoliberalismo, es un proyecto de transformación que va más allá de un cambio de gobierno. Es un proceso de luchas y de alianzas que se construye todos los días y procura hacer nacer una nueva hegemonía política, moral, social, económica, cultural y ambiental, que permita desplazar a los neoliberales del poder. Será  un proceso de larga duración, en el que la conquista del gobierno si bien no es un fin en sí mismo, es una herramienta indispensable para modificar por la vía democrática la correlación de fuerzas a favor de los sectores progresistas, y para impulsar desde las instituciones, políticas para promover los cambios necesarios y el bien común.
Nuestra primera tarea es impulsar la resistencia y la alternativa en nuestra patria, pero articulados solidariamente con todas las fuerzas internacionales de progreso y de emancipación, especialmente con los hermanos y hermanas de Nuestra América. La lucha por otro mundo posible involucra a una amplísima diversidad de sujetos emancipatorios, que se articulan y se unen en torno a propuestas de resistencia y de proyecto que consideramos fundamentos para un modelo de sociedad alternativa, que es necesario recrear a la luz de la situación concreta de cada pueblo y nación.
Desde abajo, involucrados en las luchas y esperanzas diarias de nuestro pueblo, desde la izquierda, con una perspectiva transformadora de un orden injusto, el Frente Amplio quiere ser una fuerza política fuerte e influyente, y dar su aporte para construir esa amplia coalición que en la batalla ética, que en la lucha político-social y  en el campo político-electoral, logre concitar la participación y el apoyo mayoritario del pueblo, para inaugurar otra política que necesariamente necesitará otro gobierno que haga suyo el principio democrático: poder del pueblo, con el pueblo, para el pueblo.
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